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I.
RESUMEN

1. El 5 de noviembre de 1996, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por el Comité Latinoamericano y del Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADEM), la Unión de Mujeres de São Paulo, Human Rights Watch/Americas y CEJIL/Brasil
 (en adelante “los peticionarios”), en la que se alega la presunta violación de los artículos 3, 4, 5 y 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención de Belém do Pará”), así como de los artículos 1.1, 4, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Convención Americana”), por parte de la República Federativa de Brasil (“el Estado” o “Brasil”) , en perjuicio de Márcia Cristina Rigo Leopoldi (“la presunta víctima”).
2. Conforme a los peticionarios, el 10 de marzo de 1984 la presunta víctima fue estrangulada a muerte en su casa en la ciudad de Santos, estado de São Paulo, por su ex novio, José Antônio Brandão do Lago, quien habría obrado por venganza en virtud de la ruptura de su relación amorosa con ella. Los peticionarios indican que la investigación policial se llevó a cabo y que, tras un proceso penal debidamente ejecutado, se adoptó una decisión condenatoria definitiva emitida el 8 de marzo de 1993.  No obstante lo anterior, alegan que la orden de aprehensión resultante de la sentencia condenatoria no ha sido cumplido en virtud del habeas corpus otorgado a favor del reo a fin de que pudiera apelar la sentencia de primera instancia en libertad.  Alegan asimismo que las autoridades estatales no actuaron con la debida diligencia para capturar al reo condenado, que estaba prófugo.
3. El Estado sostiene que los peticionarios no fundamentaron debidamente las supuestas violaciones a la Convención de Belém do Pará, ni identificaron los actos que habrían constituido dichas presuntas violaciones.  Por tanto, el Estado solicita que la petición sea declarada inadmisible, conforme a los artículos 47.b y 47.c de la Convención Americana, visto que la misma no expone hechos que caractericen la violación de alguno de los derechos garantizados por la Convención Americana; y porque resulta de la exposición del propio peticionario manifiestamente infundada la petición y es evidente su total improcedencia.  Por otra parte, el Estado señala que los alegatos de los peticionarios respecto de la Convención de Belém do Pará son igualmente inadmisibles en virtud de que la sentencia condenatoria definitiva emitida contra el perpetrador del crimen contra la presunta víctima es de 8 de marzo de 1993, es decir, anterior a la propia adopción de la Convención de Belém do Pará por los Estados Miembros de la OEA, que tuvo lugar el 9 de junio de 1994; y que es incluso muy anterior a la ratificación de la misma por Brasil, el 27 de noviembre de 1995.  Por último, el Estado también indica que la petición fue presentada fuera del plazo de seis meses previsto en el artículo 46.1.b, una vez que la decisión definitiva emitida el 8 de marzo de 1993 fue notificada en agosto de 1993, es decir, más de tres años antes de la presentación de la presente petición a la CIDH el 5 de noviembre de 1996.
4. Tras examinar las posiciones de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide declarar la petición inadmisible, debido a que los hechos expuestos no tienden a caracterizar una posible violación de los derechos garantizados por la Convención Americana, de acuerdo a lo exigido por el artículo 47.b de la Convención Americana.  La Comisión Interamericana decide notificar a las partes y hacer público el presente Informe de Inadmisibilidad e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. La petición fue recibida por la Comisión Interamericana el 5 de noviembre de 1996.  Los originales y anexos de la misma fueron recibidos el 13 de marzo de 1997.  Mediante nota de 30 de abril de 1997, la CIDH solicitó información adicional a los peticionarios, con el fin de contar con los elementos suficientes para iniciar la tramitación de la denuncia. Dicha información fue recibida por la CIDH el 21 de julio de 1997.
6. Teniendo en cuenta la información recibida, la CIDH hizo conocer la denuncia al Estado brasileño el 10 de abril de 1998.  El 29 y el 30 de abril de 1998, el Estado presentó su respuesta inicial a la petición, de cuyas partes pertinentes se dio traslado a los peticionarios el 30 de abril de 1998.

7. Los peticionarios presentaron observaciones adicionales en las siguientes fechas: 25 de junio de 1998, 27 de enero de 2005, 1 de febrero de 2005, 27 de diciembre de 2005, 29 de agosto de 2006 y 25 de agosto de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.  Hasta la fecha el Estado no ha formulado observaciones adicionales.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición de los peticionarios
8. Según los peticionarios, el 10 de marzo de 1984 la presunta víctima fue estrangulada a muerte en su casa en la ciudad de Santos, estado de São Paulo, por su ex novio, José Antônio Brandão do Lago, quien habría obrado por venganza en virtud de la ruptura de su relación amorosa con ella.  Los peticionarios indican que los padres de la presunta víctima, Antonio Leopoldi y Elza Rigo Leopoldi, inmediatamente denunciaron los hechos a la policía.
9. Los peticionarios describen la investigación y el proceso penal que se siguió en los siguientes términos: la investigación policial se llevó a cabo y se realizaron innumeras diligencias, como por ejemplo, el estudio de la escena del crimen, el examen necroscópico en la presunta víctima y fueron entrevistados varios testigos, incluso las ex esposas del sospechoso principal, con lo cual se determinó que éste presentaba un histórico de violencia doméstica.  Agregan los peticionarios que con base en estas y otras pruebas recogidas, el 14 de agosto de 1985 el Ministerio Público presentó una denuncia penal contra José Antônio Brandão do Lago, por  homicidio doblemente calificado, teniendo en cuenta que dicho crimen habría sido perpetrado por motivo torpe, con el uso de un medio insidioso y cruel que tornaba difícil la defensa de la víctima ante las agresiones
.
10. Los peticionarios manifiestan que el acusado fue juzgado primeramente el 21 de marzo de 1989, fecha en que el Tribunal de Jurado lo encontró culpable del delito de lesiones corporales seguidas de muerte, y que el Ministerio Público apeló dicha decisión por considerar que era contraria a las pruebas que constaban en autos.  Los peticionarios indican que el Tribunal de Justicia de São Paulo decidió a favor de dicha apelación y ordenó un nuevo juicio, que se dio el 10 de abril de 1992.  En dicha fecha el Tribunal de Jurado condenó al reo por homicidio doblemente calificado, practicado por motivo de venganza y a través de asfixia provocada por estrangulación, y le impuso una pena privativa de libertad de 15 años en régimen cerrado.  Sin embargo, según los peticionarios, el Tribunal de Justicia de São Paulo reconoció al homicida su derecho de apelar la sentencia de primera instancia en libertad a través de un recurso de habeas corpus, el 8 de junio de 1992.  De acuerdo a lo relatado por los peticionarios, el 8 de marzo de 1993 el Tribunal de Justicia de São Paulo confirmó la condena de primera instancia y la sentencia hizo cosa juzgada.
11. Conforme a los peticionarios, pese a que se logró una decisión condenatoria definitiva, tras un proceso penal debidamente ejecutado, la orden de aprehensión resultante de la sentencia condenatoria no ha sido cumplida en virtud del habeas corpus otorgado a favor del reo a fin de que pudiera apelar la sentencia de primera instancia en libertad.  Es decir, los peticionarios no presentan argumento alguno respecto de posibles violaciones en el marco del proceso penal que se llevó a cabo sobre el asesinato de la presunta víctima, con excepción de lo concerniente a la decisión del 8 de junio de 1992 sobre el recurso de habeas corpus interpuesto por el reo.  A ese respecto, los peticionarios indican que “si no fuera por la decisión respecto del recurso de habeas corpus, el asesino de [la presunta víctima] estaría preso cumpliendo la pena que se le impuso” y que en  virtud de lo anterior, el asesino se hallaba prófugo e impune hasta la fecha de presentación de la petición.
12. Respecto de la responsabilidad del Estado de capturar al reo condenado, los peticionarios indican que “no tienen conocimiento de medida alguna adoptada por las autoridades competentes a fin de ubicar al reo condenado” y agregan que en Brasil hay innúmeras órdenes de prisión que no son cumplidas por la falta de recursos.  Posteriormente, los peticionarios desarrollan más detalladamente sus alegatos respecto de la supuesta falta del Estado a su deber de capturar al reo condenado.
13. En efecto, los peticionarios argumentan que como consecuencia de la sentencia condenatoria de segunda instancia, el Juez de Ejecución Penal de Santos emitió el 2 de junio de 1993 una orden de prisión contra el reo condenado, que aun no había sido cumplida el 18 de agosto de 1993, en virtud de que a tal fecha aun no había sido creada la Sección de Clasificación de Órdenes y Contra-órdenes de Prisión
.  Los peticionarios señalan que el 19 de agosto de 1993 se emitió otra orden de prisión contra el reo condenado, pero que el 8 de septiembre de 1993,cuando  el oficial de justicia intentó cumplir la orden y arrestar al reo no pudo hacerlo “en virtud de que José Antônio Pereira do Lago no ha sido encontrado en las direcciones indicadas y se encuentra en lugar incierto y desconocido”.
14. De acuerdo a los peticionarios, y pese a que el 30 de abril de 1998 el Estado informara a la CIDH, que el reo condenado prófugo “continúa siendo buscado por las autoridades brasileñas”, desde 1993 hasta 2001 no se efectuó diligencia alguna a fin de cumplir con la orden de prisión.  En razón de lo anterior, según los peticionarios, el 10 de junio de 2001 la hermana de la presunta víctima, Generosa Deise Rigo Leopoldi, envió una carta al Gobernador de São Paulo en la que solicitó que se realizaran esfuerzos a fin de arrestar al asesino de su hermana.  Los peticionarios agregan que el Gobernador de São Paulo respondió a la solicitud y que el 25 de marzo de 2002 envió un informe de la Policía Civil de São Paulo (Sección de Capturas). Los peticionarios agregan que, en razón de los esfuerzos y la presión ejercida por la familia de la presunta víctima, las autoridades empezaron a mover el caso nuevamente; y que el 7 de febrero de 2002 el Juez de Ejecución ordenó la emisión de una nueva orden de prisión, lo que fue cumplido el 8 de febrero de 2002.  Sin embargo, los peticionarios resaltan que el 17 de mayo de 2002, dicha diligencia tampoco resultó conducente ya que las direcciones incluidas en el documento eran las mismas que ya habían sido verificadas por el oficial de justicia casi diez años antes.  En ese sentido, los peticionarios argumentan que las referidas acciones del Estado fueron meras formalidades, y que no se ha demostrado la real voluntad  de aprehender al condenado prófugo.
15. El 27 de diciembre de 2005 los peticionarios hicieron del conocimiento de la CIDH que el autor del crimen contra la presunta víctima, José Antônio Brandão do Lago, había sido detenido el 21 de septiembre de 2005 en la ciudad de São Luís, estado de Maranhão, en virtud de una denuncia telefónica anónima.
  Indicaron igualmente que el reo portaba documentos de identidad falsos, y que había sido trasladado a una penitenciaría en São Vicente, estado de São Paulo, donde se encontraba cumpliendo la condena por el homicidio de la presunta víctima en este caso.  Pese a la captura del autor del crimen contra la presunta víctima, los peticionarios señalan que la CIDH debe proseguir con la decisión sobre la admisibilidad de la presente petición, porque subsisten las razones que motivaron su presentación.  Al respecto, los peticionarios sostienen que los motivos de la petición subsisten hasta que el Estado otorgue una debida reparación o reconozca su responsabilidad.
16. En virtud de lo anterior, los peticionarios alegan que el Estado es responsable por violaciones a los artículos 3, 4, 5 y 7 de la Convención de Belém do Pará, así como a los artículos 1.1, 4, 8 y 25 de la Convención Americana.  Asimismo, sostienen que la petición fue presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la Convención de Belém do Pará para Brasil, lo que según los peticionarios ocurrió el 2 de agosto de 1996.

B.
Posición del Estado
17. En sus comunicaciones de 29 y 30 de abril de 1998 el Estado sostiene que los peticionarios no fundamentaron debidamente las supuestas violaciones a la Convención de Belém do Pará, ni identificaron los actos que habrían configurado dichas presuntas violaciones.  Por tanto, el Estado solicita que la petición sea declarada inadmisible, conforme a los artículos 47.b y 47.c de la Convención Americana, visto que la petición no expone hechos que caractericen una violación de derechos garantizados por la Convención Americana; y porque resulta de la exposición del propio peticionario manifiestamente infundada la petición y es evidente su total improcedencia.
18. El Estado alega que la fuga del autor del crimen fue un hecho imprevisible y que no puede ser imputado a Brasil.  En ese sentido, el Estado rechaza la veracidad de los alegatos de los peticionarios de que el autor del crimen contra la presunta víctima se encuentra libre “como consecuencia del habeas corpus”.  El Estado señala que en un régimen democrático y garantista de las libertades fundamentales, el habeas corpus es una herramienta esencial en el combate a los abusos contra la libertad individual; y que en el presente caso meramente se aseguró el derecho humano del reo de apelar en libertad hasta que se emitiera una decisión definitiva en su contra.  El Estado, por lo tanto, rechaza las afirmaciones de los peticionarios de que el perpetrador del crimen contra la presunta víctima se encuentra en libertad en razón del habeas corpus; y de que “si no hubiera sido otorgado el habeas corpus el perpetrador estaría preso cumpliendo su condena”.
19. Además, el Estado resalta que lo anterior no puede resultar en su responsabilidad internacional, toda vez que las autoridades están desplegando todos los esfuerzos a su alcance para recapturar el reo.  A ese respecto, el Estado argumenta que fue el comportamiento del propio perpetrador –su fuga– el que motivó que estuviera en libertad; y reitera que las autoridades competentes continúan buscando al reo condenado a fin de privarlo de libertad en cumplimiento de su sentencia condenatoria de 15 años de reclusión
20. Por otra parte, el Estado señala que los alegatos de los peticionarios respecto de la Convención de Belém do Pará son igualmente inadmisibles en virtud de que la sentencia condenatoria definitiva emitida contra el perpetrador del crimen contra la presunta víctima es de 8 de marzo de 1993, es decir, anterior a la propia adopción de la Convención de Belém do Pará por los Estados Miembros de la OEA, que tuvo lugar el 9 de junio de 1994; y que es incluso muy anterior a la ratificación de la misma por Brasil, el 27 de noviembre de 1995.  Por último, el Estado indica que la petición también fue presentada fuera del plazo de seis meses previsto en el artículo 46.1.b, una vez que la decisión definitiva emitida el 8 de marzo de 1993 fue notificada en agosto de 1993, es decir, más de tres años antes del 5 de noviembre de 1996, fecha de la presentación de la petición ante la CIDH.
21. En conclusión, el Estado sostiene que la presente petición es inadmisible de acuerdo a los artículos 46.1.b, 47.b y 47.c de la Convención Americana, así como argumenta que la Convención de Belém do Pará aun no estaba vigente para Brasil a la época de los hechos, y consecuentemente no puede ser examinada en relación con esta petición.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
22. De acuerdo con el artículo 44 de la Convención Americana, los peticionarios están facultados a presentar peticiones ante la CIDH, por tratarse de organizaciones no gubernamentales legalmente reconocidas.  La petición indica como presunta víctima a Márcia Cristina Rigo Leopoldi, una ciudadana brasileña de 24 años de edad
, respecto a quien el Estado brasileño se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana señala que como miembro de la Organización de los Estados Americanos
, Brasil tiene las obligaciones y deberes que le imponen la Declaración Americana y la Carta de la OEA.  Brasil también es Estado parte en la Convención Americana, que ratificó el 25 de septiembre de 1992.  Asimismo, el Estado ratificó la Convención de Belém do Pará el 27 de noviembre de 1995.  Por lo tanto, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
23. Respecto de la competencia ratione temporis, la CIDH considera oportuno formular algunas aclaraciones.  La Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis bajo la Declaración Americana en relación con la muerte de la presunta víctima, ocurrida el 10 de marzo de 1984, y con la mayor parte del proceso penal que se siguió respecto a dicho crimen, incluso la sentencia condenatoria de primera instancia por homicidio del 10 de abril de 1992 y la decisión judicial sobre el habeas corpus del 8 de junio de 1992.  No obstante lo anterior, la CIDH resalta que los peticionarios no han presentado argumentos respecto de posibles violaciones del debido proceso y de las garantías judiciales en el marco de dicho proceso penal, excepto en lo relativo a la sentencia de habeas corpus (supra párr. 11) y la posterior supuesta falta de debida diligencia para capturar al reo condenado tras la decisión definitiva emitida el 8 de marzo de 1993 (supra párrs. 11-13).
24. Adicionalmente, la CIDH toma nota que para los hechos ocurridos a partir del 25 de septiembre de 1992, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis para examinar esta petición bajo la Convención Americana.  Asimismo, para los hechos ocurridos a partir del 27 de diciembre de 1995, la CIDH tiene competencia ratione temporis para examinar esta petición bajo la Convención de Belém do Pará
.  La CIDH ha determinado anteriormente que “con respecto a la alegada falta de garantías de respeto al debido proceso que por ser violaciones continuadas las mismas cabrían también bajo la vigencia sobreviniente de la Convención Americana y la de Belém do Pará”; y consecuentemente ha establecido que “la tolerancia alegada del Estado al respecto podría constituir una denegación continuada de justicia en perjuicio de la [presunta víctima] que podría imposibilitar la condena del responsable y la reparación de la víctima”
.
25. Por último, la Comisión Interamericana determina que tiene competencia ratione materiae y ratione loci para examinar la presente petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos humanos protegidos en la Declaración Americana, en la Convención Americana y en la Convención de Belém do Pará que habrían tenido lugar bajo la jurisdicción de Brasil, Estado parte de tales instrumentos internacionales.  Lo anterior es ratificado por los artículos 1.2.b y 20 del Estatuto de la Comisión Interamericana, y por el artículo 23 de su Reglamento.
B.
Agotamiento de recursos internos 
26. El artículo 46.1.a de la Convención Americana establece como requisito de admisibilidad de una petición el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna del Estado.
27. Sobre el agotamiento de los recursos internos, la CIDH observa de manera preliminar que en casos de homicidio --es decir, de infracciones penales de acción pública-- el recurso idóneo es normalmente la investigación y el proceso penal.  Es un hecho no controvertido que, en relación con el homicidio de la presunta víctima, el Estado llevó a cabo una investigación y un proceso penal, y los tribunales brasileños emitieron una sentencia condenatoria definitiva por homicidio doblemente calificado el 8 de marzo de 1993 (supra párrs. 9 y 20).
28. Por otra parte, la Comisión Interamericana observa que el reclamo principal de los peticionarios se refiere a la supuesta falta de debida diligencia para arrestar y, consecuentemente, sancionar al culpable, durante los doce años en que estuvo prófugo.  En ese sentido, los peticionarios alegan una falencia continua del Estado en ejercer la debida diligencia; y la CIDH considera que normalmente no habría recurso interno adicional alguno disponible a los peticionarios para remediar la situación denunciada.  
C.
Plazo de presentación de la petición
29. El artículo 46.1.b de la Convención Americana exige que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses a partir de la notificación de la decisión definitiva.  Según la información presentada por ambas partes, la decisión definitiva respecto de la muerte de la presunta víctima fue emitida el 8 de marzo de 1993.  Según lo alegado por el Estado, dicha sentencia fue notificada en agosto de 1993 (supra párr. 19).  Los peticionarios no cuestionaron dicha información, sino que expresaron que la petición había sido presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la Convención de Belém do Pará para Brasil.
30. En su análisis sobre el plazo de presentación de la petición, la CIDH debe tomar en consideración que el proceso criminal resultó en una decisión definitiva contra el culpable en 1993.  Sin embargo, los peticionarios alegan primordialmente una demora de 12 años en ejecutar dicha decisión hasta la captura del reo condenado en 2005.  Teniendo en cuenta que la petición fue presentada durante ese período de 12 años, la Comisión Interamericana considera que la misma fue presentada oportunamente.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
31. No surge del expediente que la petición presentada a la Comisión Interamericana se encuentre actualmente pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca sustancialmente alguna petición o comunicación anterior ya examinada por la CIDH u otro organismo internacional, como establecen los artículos 46.1.c. y 47.d. de la Convención Americana, respectivamente.

E.
Caracterización de los hechos alegados

32.
Respecto del objeto de esta petición, la CIDH observa que, según los alegatos de las partes y los documentos obrantes en autos, el Juez del Tribunal de Jurado y Ejecución Criminal de la Comarca de Santos emitió un orden de aprehensión (Mandado de Prisão) contra José Antônio Brandão do Lago el 2 de junio de 1993.  En dicha orden se indica que la sentencia definitiva hizo cosa juzgada el 23 de mayo de 1993, y se incluyen seis direcciones, todas en la ciudad de São Paulo
, a efectos de la captura del reo condenado
.


33.
Teniendo en cuenta que la autoridad judicial que emitió la orden de aprehensión estaba en la Comarca de Santos y que debía ser cumplida en la Comarca de São Paulo, se renovó dicha orden de aprehensión el 19 de agosto de 1993, indicándose específicamente que la orden debería cumplirse a través de carta precatória
.  Ese mismo día se emitió una carta precatória dirigida al Sector Unificado de Cartas Precatórias de la ciudad de São Paulo
.  Conforme al certificado de la Oficial de Justicia, del 8 de septiembre de 1993, ésta se dirigió a todas las seis direcciones indicadas supra, y que en ellas fue informada por residentes o vecinos entrevistados que José Antônio Brandão do Lago era desconocido o se había mudado hace más de un año
.  La Oficial de Justicia concluyó, por lo tanto, que el reo condenado se encontraba “en lugar incierto  y desconocido”.


34.
De acuerdo con los alegatos de las partes y la documentación en autos, la CIDH no puede constatar si se realizaron diligencias a fin de capturar al reo condenado desde ese momento hasta 2001.  Conforme a un Informe de la División de Capturas de la Policía Civil de São Paulo del 30 de octubre de 2001, dos investigadores policiales de la referida división nuevamente se dirigieron a las direcciones conocidas del reo condenado indicadas supra (párr. 37), entrevistaron a varias personas sobre el paradero de José Antônio Brandão do Lago, pero no lograron encontrarlo.  Asimismo, se indica que se llevaron a cabo consultas en los registros de la Compañía de Procesamiento de Datos del estado de São Paulo (PRODESP), del Instituto de Identificación Ricardo Gumbleton Daunt (IIRGD) y del Departamento Nacional de Transito (DETRAN), sin que se pudiera encontrar información sobre su paradero.  Por último, se tomó nota que no había vehículo alguno registrado bajo el nombre de José Antônio Brandão do Lago; y que su licencia para manejar había expirado el 5 de marzo de 1998 pero no fue renovada, por lo que el DETRAN no poseía una dirección actualizada de dicha persona
.

35. Posteriormente, el 7 de febrero de 2002, se emitió una orden judicial de renovar la orden de aprehensión, lo que se realizó el 8 de febrero de 2002
.  El 17 de mayo de 2002 el Oficial de Justicia emitió un certificado en el que indica que no fue posible arrestar al reo condenado, en virtud de no haberlo encontrado en las direcciones conocidas, y reiteró que el mismo se encontraba “en lugar incierto y desconocido”
.

36. Es un hecho no controvertido que José Antônio Brandão do Lago fue capturado el 21 de septiembre de 2005 en la ciudad de São Luís, estado de Maranhão, mientras portaba documentos de identidad falsos; y que en seguida fue trasladado a una penitenciaría en São Vicente, estado de São Paulo, donde se encontraba cumpliendo la condena por el homicidio de la presunta víctima.

37. En las circunstancias de la presente petición, teniendo en cuenta las actuaciones de las autoridades estatales descritas supra; la eventual captura del reo condenado prófugo; y el hecho de que el mismo se encontraba residiendo bajo una identidad falsa en el estado de Maranhão, lo que dificultaba su localización y consecuente arresto; la CIDH concluye que los hechos alegados no configuran, prima facie, alguna posible violación de la Convención Americana o de la Convención de Belém do Pará.

38. En razón de lo anterior, de acuerdo a lo establecido en el artículo 47.b de la Convención Americana, la CIDH decide que la petición es inadmisible.
V.
CONCLUSIONES
39.
La CIDH concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios, y que la petición es inadmisible, de conformidad con el artículo 47.b de la Convención Americana. En consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1.
Declarar inadmisible la presente petición conforme al artículo 47.b de la Convención Americana;
2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios;
3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Human Rights Watch/Americas y CEJIL/Brasil fueron acreditados como co-peticionarios en la comunicación de los peticionarios recibida el 21 de julio de 1997.


� Según los peticionarios, ese delito se encuentra tipificado en el artículo 121, párrafo 2, incisos I, III y IV del Código Penal brasileño.


� Indican los peticionarios que la creación de de dicha sección estaba prevista en la Resolución 08/1984 del Tribunal de Justicia de São Paulo, a fin de que dicho órgano encaminara las órdenes de prisión al “Instituto de Identificación Ricardo Gumbleton Daunt” (IIRGD).


� Los peticionarios observan que la captura del autor del crimen sólo ocurrió en virtud de los esfuerzos particulares de la hermana de la presunta víctima, quien se presentó en un programa de televisión a fin de relatar la historia de su hermana y el sufrimiento de su familia debido a la referida impunidad. Según los peticionarios lo anterior resultó en la denuncia telefónica anónima días después.


� La CIDH ha confirmado, conforme a documentos constantes en autos, que la presunta víctima contaba con 24 años el 10 de marzo de 1984, fecha de su muerte. (Cfr. documento de identidad de la presunta víctima, que indica que nació el 15 de febrero de 1960 – Anexo de la comunicación de los peticionarios de 13 de julio de 1997).


� Brasil es miembro fundador de la Organización de los Estados Americanos, que firmó la Carta de la OEA en 1948 y depositó el instrumento de ratificación en 1950.


� El artículo 21 de la Convención de Belém do Pará establece, en lo pertinente, que “para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención después de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión”.


� CIDH. Informe Nº 54/01, Admisibilidad y Fondo, Caso 12.051, Maria da Penha Maia Fernandes (Brasil), 16 de abril de 2001, párr. 27. Asimismo, la CIDH recuerda que el artículo 12 de dicha Convención establece que:


Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por un Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.


� Cuatro direcciones residenciales: Calle Cardeal Arcoverde, 1663, ap. 01; Avenida Higienópolis, 360, 10° piso; Calle Patápio Silva, 241, ap. 61; Calle Mateus Grou, 65, ap. 01; y dos direcciones laborales: Avenida Europa, 887 y Calle Ministro Ferreira Alves, 1001.


� Mandado de Prisão – documento con número de página 1259, en el Anexo 1 de la comunicación de los peticionarios de 1 de febrero de 2005.


� Certidão – documento con número de página 1260 (v), en el Anexo 1 de la comunicación de los peticionarios de 1 de febrero de 2005.  La carta precatória es el documento a través del cual la autoridad judicial de una comarca delega el cumplimiento de una orden judicial emitida por aquella para otra autoridad judicial de otra comarca.


� Carta Precatória Criminal – documento con número de página 1265, en el Anexo 1 de la comunicación de los peticionarios de 1 de febrero de 2005.


� Certidão – documento con número de página 1268, en el Anexo 1 de la comunicación de los peticionarios de 1º  de febrero de 2005.  En la dirección de la Calle Mateus Grou, 65, ap. 01, la Oficial de Justicia entrevistó a la residente del ap. 2, quien le informó que José Antônio Brandão do Lago había residido en el ap. 01; sin embargo que él se había mudado hacía “un año o más” y que el referido apartamento estaba desocupado.


� Relatório – documento con número de página 19 y 20, en el Anexo 3 de la comunicación de los peticionarios de 1º de febrero de 2005.


� Mandado de Prisão – documento con número de página 1286 (véase también página 1284), en el Anexo 1 de la comunicación de los peticionarios de 1 de febrero de 2005.


� Certidão – documento con número de página 1290 (v), en el Anexo 1 de la comunicación de los peticionarios de 1 de febrero de 2005.
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